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INTRODUCCIÓN


La propiedad y el patrimonio eclesiásticos en el Perú, su origen, formación y reproducción, así como la transición y el despliegue que pudieron operar desde el Antiguo Régimen hacia la sociedad contemporánea, forman parte de los asuntos de la historia peruana que no han sido examinados aún con el detenimiento y la precisión necesarios. Algo que contrasta singularmente con la evolución que sobre los mismos asuntos se ha observado en la producción de trabajos históricos relativa a otros espacios iberoamericanos o a la propia Península Ibérica, para no hablar del resto de la historiografía europea.


Es muy probable que ello se deba a las dificultades documentales, institucionales o metodológicas, inherentes a dicha investigación; o tal vez a razones derivadas de la desconfianza tradicional que suscitó, en particular en las jerarquías de la Iglesia católica peruana del siglo XIX, cualquier interrogante sobre el patrimonio de ambos cleros, especialmente cuando tales demandas provenían de la autoridad civil (en el contexto general de las desamortizaciones eclesiásticas de dicha época). Lo que ha representado al mismo tiempo una ausencia fundamental para comprender cabalmente el papel desempeñado por la institución eclesiástica en la historia nacional —e incluso anteriormente, durante el periodo colonial español.


Gracias a sondeos previos y especialmente con la puesta a disposición de los investigadores de nuevas masas documentales1, es posible pensar que los conventos, monasterios y parroquias de nuestro país, fuera de los repositorios reconstituidos en los obispados y en el arzobispado de Lima, contienen una riqueza archivística de primer orden (y no solo de material escrito), cuya explotación sistemática por los historiadores permitiría echar luces sobre la problemática planteada. Se puede deducir de ello la existencia de unos yacimientos documentales y de fuentes históricas que, a la imagen de la presencia de la Iglesia católica en el Perú, tendrían un amplio alcance, esto es, societal, económico, financiero, institucional y religioso.


Desde hace varios años, y en diferentes libros y artículos publicados (o en intervenciones en congresos y seminarios), estamos defendiendo la propuesta de una reconstitución de la historia de la propiedad y el patrimonio eclesiásticos, a partir de trabajos monográficos sobre cada una de sus entidades componentes —en una perspectiva de mediano plazo—, para ambos cleros. Una reconstitución que sería capaz de restituir la problemática planteada en el cuadro general de las actividades de dichas instituciones y que pudiera reconstruir la lógica de su presencia y desarrollo, desde su llegada al Perú, durante el periodo colonial, hasta épocas más recientes y actuales. Y ello, poniendo de realce —hasta donde las fuentes lo permitieran— la manera cómo se produjo su transición durante el periodo independentista y su adaptación o supresión y desaparición (y hasta reconstitución) ulteriores, al iniciarse y afianzarse la república.


Sabemos que, al lado del Estado (colonial y luego independiente), de construcción lenta y progresiva, aunque de incierta cobertura y supremacía sobre el conjunto del territorio virreinal (y luego republicano), se erigió una Iglesia católica de vocación universal, de persistente voluntad para la expansión de la fe y la doctrina, de evangelización y conquista de almas, de orgánica construcción institucional, que no escatimó esfuerzos para lograr su cometido. Las huellas de sus logros —en los diferentes segmentos de su accionar—, plasmadas en testimonios y documentos diversos, se han transformado en fuentes inestimables para el trabajo del historiador en nuestro país; en particular, ante las deficiencias —no por ello menos lamentables— de los repositorios públicos y nacionales.


Dicha reconstitución histórica, a la búsqueda de un conocimiento que supere las visiones generales y tradicionales respecto a la implantación del catolicismo en el Perú —frecuentemente signadas por la hagiografía, la contemplación o la parcialidad—, exige que las instituciones de ambos cleros sean examinadas en profundidad, que sean pensadas y observadas históricamente por historiadores de oficio, de manera integral y minuciosa, incorporando todas las dimensiones de su actividad social, material y espiritual. Sin olvidar el hecho fundamental de que se trata de secciones locales de una Ecclesia que por definición desconoce límites y fronteras, que aspira a la universalidad y a la salvación por la prédica y la convicción.


Insertos en dicha perspectiva analítica y metodológica, formamos a fines de los años 1990 el proyecto de reconstruir la historia de cuatro órdenes religiosas, establecidas en cuatro espacios colindantes y coincidentes, situadas en una zona marginal de la Lima intramuros colonial, los denominados Barrios Altos. Tales instituciones, femeninas y masculinas, de diferente momento de llegada a Lima, con diversos objetos y objetivos, constituían para nosotros una muestra interesante y representativa, que permitiría observar al mismo tiempo las relaciones entre las propias entidades religiosas y entre estas y los sectores y capas populares limeños, desde el periodo virreinal. Y ello, aun cuando no formaran parte de las órdenes emblemáticas limeñas; lo interesante para nosotros era que las instituciones seleccionadas habían compuesto redes de sociabilidad en los mencionados Barrios Altos. No está demás señalar que era también nuestro barrio de nacimiento, lo que favorecía determinada familiaridad con el objeto de investigación, esto es, con el espacio inicial de establecimiento de las entidades observadas.


Situada geográficamente entre la antigua Portada de Maravillas —una de las ocho puertas de entrada y salida de Lima— y el antiguo Colegio Real (hoy dependencia de la Universidad de San Marcos), siguiendo el curso del Rímac (en la antigua vía a Huarochirí), dicha muestra de instituciones religiosas del clero regular, estaba compuesta de cuatro conventos y monasterios, a saber, Buenamuerte, Santa Clara, Mercedarias y Trinitarias; masculino el primero y femeninos los tres restantes, con las dos primeras entidades, las más importantes, en tanto que eje de una implantación religiosa y social en uno de los barrios populares (de indios, esclavos, mestizos y españoles pobres) de la capital virreinal.


Más allá de su asentamiento como instituciones del clero y su presencia local y barrial —ya de por sí importantes—, lo que nos interesaba era también su arraigamiento territorial, es decir la posesión de espacios rurales y urbanos, sus propiedades totales o parciales, recibidas o adquiridas con la finalidad de dotarse de los medios indispensables para el ejercicio de su actividad; tal como lo exigía la Corona española, para admitir su presencia y autorizar su desarrollo en el virreinato. Por el lado más bien urbano, en primer lugar, la implantación de su propio templo y luego la posesión de casas principales y casitas, corrales y corralones, quintas, solares y callejones, talleres y tiendas, panaderías y farmacias, huertas y jardines, pampas semiurbanas y terrenos baldíos, etc.; con toda la articulación sociológica correspondiente. Luego, por el lado más bien rural, al exterior de los muros limeños (o de la propia capital virreinal), su adquisición de chacras, estancias, fincas, caballerizas, cortijos, haciendas, etc., fuera de otras modalidades de presencia como dispensarios, hospitales, capillas, escuelas, asilos, tambos, etc.


Pero también nos interesaba, en estrecha relación con lo anterior, en primer lugar el uso de sus propias posesiones para facilitar su acceso al crédito y a la liquidez monetaria —en toda la gama de operaciones hipotecarias de Antiguo Régimen, en un contexto de escasez de metálico— y luego, ya como entidades firmemente establecidas, con ingresos y rentas regulares (de diverso origen), con capitales y con un patrimonio constituido, su propia participación en las redes financieras que se articulaban en el espacio colonial limeño y peruano, para una variedad de operaciones: préstamos regulares e irregulares en su propio entorno, financiamiento de la producción y el comercio, avances de dinero a otras instituciones civiles y religiosas y al propio Gobierno colonial, transferencias financieras a España, Roma y Europa, etc.


En virtud de la experiencia adquirida gracias al trabajo sobre otras entidades religiosas, en otros espacios del mundo ibérico metropolitano y colonial, sabíamos que el interés de asumir integralmente el conocimiento de las actividades de las instituciones religiosas residía también en el hecho de poder comprender, en su propia lógica y época, aquel conjunto de operaciones que vinculaban la práctica y el financiamiento de los oficios religiosos con el recuerdo y la salvación del espíritu después de la muerte. Unos factores que articulaban la ejecución testamentaria (el albaceazgo) con la designación del alma del difunto como heredera (a veces universal) de las fortunas acumuladas; que determinaban la conducta a seguir en el trayecto desde esta vida hacia la otra. Es decir, la fundación de censos y capellanías; esto es, la constitución de fondos cuyo objetivo era apoyar la celebración de misas y oficios a favor del alma del difunto (para su tránsito desde el Purgatorio hacia el Paraíso), consolidando al mismo tiempo las carreras eclesiásticas de familiares o allegados y fortaleciendo mediante el mismo movimiento a las propias entidades eclesiásticas.


El libro que estamos presentando sintetiza los resultados y conclusiones de un primer trabajo de investigación sobre la muestra de conventos y monasterios escogida, aplicando la metodología anunciada. A partir de las fuentes disponibles hemos examinado en esta oportunidad la implantación y la evolución de la orden religiosa masculina de los crucíferos agonizantes o camilos o padres de la Buenamuerte —ministros de los enfermos—, desde su llegada a Lima, a comienzos del siglo XVIII, hasta finales del siglo XIX. Un trabajo de reconstitución histórica que ha durado algo más de una década y que, fuera de los elementos relativos a la propia orden de la Buenamuerte, nos ha permitido incursionar en los espacios internos del clero regular limeño y echar luces sobre varios asuntos relativos a la problemática general inicialmente planteada, a saber, la propiedad y el patrimonio eclesiásticos.


Además de la documentación revisada en el Archivo Arzobispal de Lima y en el Archivo General de la Nación (sección colonial y sección republicana) y la de la bibliografía peruana y extranjera sobre las cuestiones planteadas —especialmente en la Biblioteca Nacional del Perú, en su sección de manuscritos y también en la Biblioteca Nacional de España—, hemos tenido la suerte de poder consultar, durante el verano peruano de 2007, el rico material de los Archivos de la Buenamuerte, reconstituidos y conservados en los propios locales del convento limeño, en Barrios Altos, gracias al empeño y la iniciativa de los propios religiosos crucíferos. Unos depósitos documentales, dicho sea de paso, cuya explotación no ha sido agotada y que abren perspectivas para otro tipo de trabajos, diferentes del nuestro.


Por ello deseamos agradecer la apertura y simpatía hacia nuestro trabajo mostrada por el Reverendo Padre José Villa, uno de los responsables actuales de la orden crucífera en Lima, sin cuya autorización nuestro trabajo de historiador hubiera carecido de un material de primera mano y de primer orden, para acercarnos al conocimiento de la implantación y la evolución de la Buenamuerte en el Perú. Pero vaya también nuestro agradecimiento al personal de los otros archivos que hemos consultado, sin cuya colaboración este trabajo no hubiera visto la luz; en particular a Laura Gutiérrez A., directora del Archivo Histórico Arzobispal de Lima, y a Melecio Tineo, infatigable y cordial archivero de terreno, conocedor como el que más de las fuentes eclesiásticas en nuestro país.


Tal como lo habíamos considerado en un primer momento, nos hacía falta el trabajo minucioso sobre las fuentes propias de las instituciones eclesiásticas elegidas (informes sobre sus temporalidades, visitas de superiores, balances del ejercicio de la misión y el ministerio, conflictos y procesos judiciales diversos, libros de registro y contabilidad, correspondencia con el arzobispado de Lima y las autoridades virreinales, discusiones y polémicas internas, etc.), con el fin de captar en su integridad la particularidad de la entidad y su desarrollo en la capital del virreinato. Pero también requeríamos situar a la propia institución peruana en el seno de la misma orden y de sus otras implantaciones —y no solo americanas. De hecho, necesitábamos «desprovincializarla» y comprender su evolución dentro de un contexto más amplio y general y, desde el punto de vista histórico y metodológico, examinarla dentro del cuadro específico de la crisis del clero regular en el mundo ibérico, visible y sensible durante el siglo XVIII, especialmente en su segunda mitad.


Por otro lado, si nos interesaba comprender la formación del patrimonio y las propiedades de dichas instituciones eclesiásticas en su propio contexto limeño y peruano, necesitábamos entender la lógica general de un comportamiento que no era ni nuevo ni original, sino que derivaba de prácticas, derechos y técnicas acumuladas anteriormente, afirmados y desplegados en otros espacios y territorios, y llevados a cabo simultáneamente. Por todo ello, fuera de la reconstitución meticulosa de la forma cómo se producía dicho proceso en nuestro país, nos hacía falta plantearnos claramente el asunto de la propiedad y la formación patrimonial (rentas, capitales, intereses, réditos, inversiones, etc.), el de la economía y la producción rurales —y no solo eclesiásticas—, tal y como se manifestaban realmente en ese mismo momento en la Península Ibérica y más generalmente, en el continente europeo. El eslabón local no podía desvincularse de la cadena general, y recíprocamente.


La confrontación con otras experiencias de historiadores e investigadores del mismo tema resultaba indispensable. Nuestra incorporación al equipo de desamortización y desvinculación eclesiásticas de la AHILA (Asociación Europea de Historiadores Latinoamericanistas), a fines de los años 1990 —equipo dirigido en ese entonces por Hans-J. Prien y Rosa M. Martínez de Codes, contando con la participación de Jean Piel—, fue un primer paso para abrir y contextualizar nuestra propia investigación. Sus aportes fueron muy valiosos. Más tarde, los seminarios de la Ecole de Hautes Études en Sciences Sociales (EHESS) de París, dirigidos por Bernard Vincent, Joseph Goy y Gérard Béaur, consagrados —el primero— al conjunto del mundo ibérico (incluso en sus vertientes eclesiásticas y religiosas), y a la historia de la propiedad, la ruralidad y el campo europeos —los segundos—, permitieron ampliar aún más la perspectiva analítica y orientarnos resueltamente por la vía comparatista, especialmente desde el punto de vista de la metodología y el tratamiento de las masas documentales y el material empírico. Lo que allí aprendimos fue esencial para nuestro trabajo e investigación. Lo mismo podemos anotar, desde 2008, para el seminario de Maurice Aymard, también en la EHESS, sobre las relaciones entre la historia y la economía.


Con el fin de hacer más concreto y útil el trabajo (sin restringirnos solamente a su parte teórica) y para darle método y estructura a nuestro enfoque comparatista, formamos entonces un proyecto de investigación de mediano plazo, con el fin de comparar tres tipos de comportamiento del clero regular hispánico, a ambos lados del Atlántico: las formas de propiedad (desdobladas y distintas en el Antiguo Régimen) puestas en práctica; los tipos de producción y explotación de la tierra (en el seno de sociedades eminentemente rurales); y la articulación de los fenómenos sociales y religiosos (estrecha y mutuamente imbricados). Un proyecto que no quería desligar lo económico de lo religioso, ni lo social de lo institucional, tal como lo habíamos planteado desde el inicio. Y ello sin olvidar tampoco que el escenario y la particularidad españoles (los casos españoles, sería indispensable agregar) fueron sacudidos —visible y sensiblemente— por el fenómeno revolucionario francés y su política eclesiástica y religiosa.


El objetivo fue (y sigue siendo, puesto que el proyecto continúa en curso de ejecución) extraer las similitudes y divergencias para el clero regular, a partir de los factores mencionados, en tres espacios comparables del mundo ibérico del siglo XVIII (y su transición hacia el XIX), a saber: Lima y su región, y México y su región —para el espacio hispanoamericano—, y Oviedo y su región —para la España septentrional (Principado de Asturias).Y ello, a partir de las fuentes primarias disponibles y la producción bibliográfica. Lo que implicaba, para decirlo en pocas palabras, que nuestra investigación sobre el caso del clero regular peruano se dotaba de una extensión gracias al trabajo sobre el clero regular novohispano y asturiano-español. Sabiendo al mismo tiempo que sobre la Buenamuerte obtendríamos sobre todo conclusiones relativas a dicha orden religiosa.


Gracias a una decisión del CNRS (Comité Nacional de la Investigación Científica) de París, el mismo que aprobó dicho proyecto y nos concedió una delegación de dos años, entre 2005 y 2007 (incorporándonos durante ese periodo a uno de sus laboratorios, el Centro de Investigaciones Históricas —CRH-EHESS-CNRS), fue posible combinar el trabajo archivístico y bibliográfico sobre los conventos y monasterios limeños con el efectuado para México (Nueva España) y el Principado de Asturias. De allí ya salieron varios trabajos y publicaciones (algunos en proceso de edición) y es posible considerar que el presente libro, sobre el convento limeño de la Buenamuerte, también ha sido el resultado de la posibilidad abierta gracias a la mencionada delegación. Nuestra gratitud va al CNRS y al Centro de Investigaciones Históricas (CRH-EHESS-CNRS), y a todos los colegas y amigos que promovieron en su momento nuestra candidatura, especialmente a Gérard Béaur, quien ha proseguido apoyando desde entonces y de diferentes maneras nuestros proyectos y su perspectiva analítica, internacional y comparatista.


En el presente libro, después de haber examinado la llegada de los religiosos camilos a Lima (y a América) y constatar su éxito inicial, el de su misión e implantación en la capital virreinal peruana (primer capítulo), estudiamos la evolución de sus temporalidades y analizamos el auge y el declive de los dos complejos agrarios que supo componer la orden en el valle de Cañete, a saber, La Quebrada-El Chilcal y Casablanca-Cerro Azul, en estrecha relación con sus dificultades financieras crecientes, poniendo de realce sus orígenes y causas (segundo capítulo). Luego, intentamos reconstruir el tránsito institucional de la Buenamuerte limeña y recomponemos, con la minuciosidad que nos brindan las fuentes consultadas, la crisis por la que atravesó, antes del periodo de la guerra de independencia, situándola en el contexto general de la crisis del clero regular del siglo XVIII (tercer capítulo).


En seguida, tratamos de precisar la idea y la práctica de la desamortización eclesiástica institucional y ver la forma cómo se presentó en el Perú, inscribiéndola en el cuadro general e histórico de las desamortizaciones eclesiásticas modernas y contemporáneas (cuarto capítulo). Para luego estudiar la forma en que dichas desamortizaciones afectaron a la orden camila o crucífera, desde diversos ángulos y con diferentes consecuencias, alejándola definitivamente de la producción azucarera cañetana y propiciando su repliegue al ámbito urbano y limeño (quinto y último capítulo). En cada caso —y especialmente en las conclusiones—, intentamos mostrar lo que nuestro trabajo ha podido aportar como nuevo conocimiento, indicando al mismo tiempo lo que nos haría falta saber, gracias a investigaciones futuras, para completar el cuadro general necesario.


Han sido numerosos los colegas y amigos, peruanos y extranjeros, que han apoyado nuestro trabajo, desde diferentes perspectivas y con diversos medios. La lista sería muy larga como para reseñarla en esta corta introducción; pero no dudamos de que todos sabrán reconocerse al habérselo señalado de vive voix en diversas oportunidades. Solo quisiéramos añadir, para terminar, nuestra gratitud para con los editores e impresores de este libro (Iberoamericana-Vervuert), para el Centro de Investigaciones Históricas (CRH-EHESS-CNRS), que ha contribuido decisiva y significativamente a su financiamiento, y para todos los amigos que nos han ayudado a sacarlo a luz, en la difíciles condiciones de publicación de obras como la nuestra. Y esperar que su contenido pueda suscitar el interés y la discusión entre los especialistas y el público en general, a la espera de otros trabajos.


 


1	Archivo Arzobispal de Lima, 1999; Tineo, 1992.




CAPÍTULO I


LOS RELIGIOSOS «AGONIZANTES» EN EL PERÚ SIGLO XVIII


El objetivo de este primer capítulo es introducir de manera concisa las particularidades de la orden de San Camilo, o de los religiosos agonizantes o crucíferos, de los ministros de los enfermos —como también se les denomina. Y ello, desde su creación, en el sur de la península italiana, hasta su llegada e implantación (y especificidades) en la capital del virreinato peruano, a lo largo del siglo XVIII, haciendo una reseña introductiva de su adquisición de temporalidades y los mecanismos de que se pudo valer para dicho fin, especialmente la práctica del albaceazgo por parte de sus prelados. Antes de subrayar el creciente prestigio que la orden de los agonizantes había empezado a ganar, especialmente durante el segundo tercio del siglo XVIII.


1. LA ORDEN MENDICANTE DE SAN CAMILO


Fue definitivamente establecida a fines del siglo XVI, en 1591, cuando el papa Gregorio XIV decretó que la congregación fundada en Roma cinco años antes por Camilo de Lelis (confirmada por el papa Sixto V), dedicada a la atención espiritual de enfermos y moribundos, donde quisiera que se encontraran, adquiría plenamente el estatuto de orden religiosa, como orden mendicante1. Sus miembros tenían que formular los clásicos tres votos de pobreza, castidad y obediencia, a los que se agregó un cuarto voto, con el acuerdo del papa: el de la asistencia espiritual y corporal a los enfermos. Las reglas y constituciones de la orden, redactadas por el propio Camilo de Lelis, fueron aprobadas por su Segundo Capítulo General de 1599 y sancionadas por el papa Clemente VIII en 16002.


El futuro san Camilo (1550-1614), primero beatificado en 1742 y luego elevado a la dignidad de santo en 1746 —en ambos casos por Benedicto XIV, luego de 150 años de existencia de la orden—, era oriundo de Chieti, en la región de los Abruzos de la península italiana. Los hagiógrafos de Camilo de Lelis insisten en su conversión, desde una vida inicialmente dedicada a la actividad militar y al juego de azar, hasta su descubrimiento de las desgracias y sufrimientos de enfermos y moribundos —entre Manfredonia y Roma— y su «abandono del mundo» para consagrarse íntegramente a la misión hospitalaria y espiritual entre menesterosos y dolientes, incluso en la prisiones.


Conviene recordar que la orden se creaba en unos momentos —la segunda mitad del siglo XVI—, en que los hospitales y hospicios representaban el último refugio de los heridos de guerra y que la «carrera militar» era un oficio de pobres, en particular en el área mediterránea. La piedad por las víctimas directas de las guerras y conflictos militares, tanto como el objetivo de rescate de los prisioneros y cautivos que habían caído en manos de los infieles, alimentaban naturalmente las vocaciones espirituales, lo mismo que la formación de nuevas órdenes religiosas destinadas a tales objetivos. Los hospitales y hospicios presentaban a menudo cuadros sobrecogedores, dramáticos y desoladores, en los que el sufrimiento de los enfermos se conjugaba con la falta de higiene y medicinas, la corrupción o la crueldad del personal y los administradores.


A partir de Roma y Nápoles, la orden de los padres agonizantes se desarrolló rápidamente, multiplicando la creación de nuevas casas y establecimientos por toda la península italiana3, con la participación activa de Camilo de Lelis. A la asistencia hospitalaria, los religiosos agonizantes agregaban el socorro a las víctimas decimadas por pestes y epidemias e incluso, bajo mandato papal, el acompañamiento de los soldados al combate. No pocos religiosos camilos sufrieron las consecuencias de su ministerio de asistencia cotidiana a enfermos y apestados, estimándose que en 1614, al morir Camilo —cuando la orden contaba con algo más de 300 miembros por toda Italia—, ya habían muerto anteriormente cerca de 250 religiosos y hermanos, víctimas de males o enfermedades contraídos durante el ejercicio de su misión y ministerio.


Siguiendo las mismas características que en Italia, la implantación de la orden en España se inició desde la tercera década del siglo XVII, a partir de Madrid. De allí se extendió por Alcalá, Salamanca, Granada, Zaragoza, Barcelona, Sevilla, Valencia y Córdoba, creando al mismo tiempo colegios superiores para la formación de sus miembros. Su expansión española sirvió como base de apoyo para la creación de casas y establecimientos en Francia y Portugal, aunque en inferior número y con menor fortuna4. La rama femenina de los camilos fue fundada en Bolonia, en 1700.


Luego de las convulsiones desencadenadas por la Revolución francesa, a finales del siglo XVIII, y sus consecuencias por Europa, que no dejaron de tener efectos de corto y mediano plazo sobre la actividad de la orden crucífera (y de las instituciones religiosas en general), desde mediados del siglo XIX, la recuperación de la actividad de los padres camilos se acentuó gracias al dinamismo de la provincia lombardo-veneciana. Desde Madrid también, en el último tercio del siglo XIX, se consolidó la renovación de su misión. Lo que, como veremos, también tuvo repercusiones para su implantación peruana.


2. LA LLEGADA A LIMA DE LA ORDEN DE SAN CAMILO


El primer religioso de la orden de San Camilo (o de los padres agonizantes o crucíferos, o de los ministros de los enfermos, Ministri Infirmorum, M. I.) que llegara a Perú fue seguramente Andrés Sicli —nacido en Palermo— de la provincia de Sicilia de la orden, hacia 1673, procedente de Nueva España y América Central —y precedentemente de Cádiz, de donde se embarcara seis o siete años antes. Con la autorización respectiva de los Superiores Generales de la orden (primero Giovanni B. Barberis y después Giovanni S. Garibaldi), y luego de algunos años de recorrido por diversos territorios americanos, desempeñando su misión y ministerio, Andrés Sicli se radicó en Lima, aunque sin fundar establecimiento o templo de la orden, permaneciendo en la capital del virreinato peruano durante quince años, antes de proseguir su ruta por otros territorios americanos (incluso por Brasil), con el fin de propagar y difundir la fe y el ejemplo de Camilo de Lelis5.


Fue luego el camilo Golbodeo Carami, quien llegó a Lima a inicios de 1709 —dos años y medio después de su salida de Europa— y también miembro de la provincia de Sicilia de la orden (aunque hubiese él mismo nacido en Huelva, España), el que se fijó como primer objetivo, por encargo directo de las autoridades romanas de la orden, recabar y obtener limosnas para el sustento de sus miembros y proseguir la campaña con vistas a la beatificación y ulterior canonización de Camilo de Lelis6. Pero también traía el objetivo de fundar una comunidad religiosa camila en Lima. Su primer apoyo en la capital del virreinato peruano fue la ya existente Congregación del Oratorio San Felipe Neri, institución cercana a la orden de los agonizantes; recordemos que su fundador había sido confesor, consejero y director espiritual de Camilo, en los momentos en que este decidiera crear la orden. En el Oratorio San Felipe Neri de Lima, Golbodeo Carami obtuvo acogida, consejo espiritual, hospedaje, alimentación y la posibilidad de celebrar misa.


Los primeros contactos de Golbodeo Carami con las autoridades civiles y eclesiásticas limeñas fueron alentadores. El virrey Marqués de Castel dos Rius7 —a quien Carami ya había informado de sus intenciones, encontrándose con él en Cádiz— le permitió entrar en contacto con familias y personalidades de la corte limeña, las mismas que mostraban una clara simpatía para con los religiosos agonizantes, denominados también de «cruces en el manteo y sotana». Lo mismo ocurrió con el deán de la Catedral de Lima y con los miembros del Capítulo eclesiástico catedralicio. Golbodeo redactó una Carta de Hermandad cuya difusión (a cambio de un peso) tenía como finalidad recibir fondos para la beatificación de Camilo de Lelis, dar a conocer la orden y explicar las ventajas que se obtendrían con su establecimiento en Lima. Su prédica se acompañaba de una práctica de asistencia espiritual a enfermos y moribundos en los hospitales, hospicios y a domicilio.


En el Oratorio de San Felipe Neri, durante la época en que celebraba misa, Golbodeo Carami conoció a un personaje que sería muy importante para la implantación de la orden crucífera en Lima: el religioso secular —mulato— Felipe de León Dávila y Lobo. Este último, más fácilmente identificado como «el padre Lobo», quedó rápidamente convencido de la necesidad de crear una casa de religiosos agonizantes y se volvió su abierto benefactor y promotor. Vivía en la calle Rufas (Barrios Altos), entre indios y mulatos pobres —característica del poblamiento de aquella zona marginal de Lima—, en donde gracias a él y por su intermediario, se empezó a conocer la misión de los padres camilos.


Allí también conoció Golbodeo Carami a otro religioso secular, español este, originario de Burgos, el cura Antonio Velarde Bustamante, propietario de casas y callejones en la misma calle Rufas y en otras adyacentes. El religioso camilo logró igualmente convencerlo de la necesidad de apoyar la creación de un establecimiento de los padres agonizantes cuya misión sería el servicio espiritual de indios, negros, mulatos y pobres (numerosos en Lima) y no solo de asistencia en los hospitales u hospicios. Por generosidad y luego por convicción, el mencionado religioso secular, Velarde Bustamante, cedió a Golbodeo Carami, en calidad de donativo, una casa de la calle Rufas y una pulpería colindante, hacia la esquina de la misma calle, con el fin de establecer allí un primer oratorio de la orden de los agonizantes8. El acto de cesión se produjo el 31/10/1710, mediante escritura pública, ante notario9. Fue el primer establecimiento de la orden camila: una capilla consagrada a la Virgen María. Gracias a la intervención del «padre Lobo», Carami pudo contar con la ayuda de los vecinos del barrio para la construcción y reparación del local, tanto en dinero como en mano de obra y materiales puestos a su disposición. Lo mismo se produjo para la obtención de una imagen de la Virgen María.


Menos de dos años después, el 15/08/1712, se producía el acto público de inauguración de la capilla consagrada a la Virgen de la Buenamuerte o del Tránsito, que se puede considerar como la verdadera fecha de fundación de la orden de los crucíferos o agonizantes en el virreinato peruano (y en la América española). Dicho acto, precedido por una procesión pública barriosaltina, contó con la presencia del arzobispo de Lima —quien celebró la misa correspondiente—, de un representante del virrey y con la asistencia de numerosas autoridades eclesiásticas y civiles; y fue festejado por la noche con fuegos de artificio, luces y la participación de los fieles y vecinos de Barrios Altos10.


Aunque ulterior a la edificación de la capilla de la Buenamuerte —como ya se empezaba a identificar a la orden de los padres camilos—, Golbodeo Carami obtuvo la autorización de ejercicio por parte del nuevo virrey interino, Diego Ladrón de Guevara11, gracias al informe favorable del arzobispado de Lima. Escribió también a las autoridades europeas de la orden para solicitar el envío de dos religiosos que pudieran acompañarle y apoyarle en las diferentes tareas con las que le tocaba enfrentarse a partir de entonces. Así llegaron a Lima, en octubre de 1716 —luego de más de un año de viaje—, dos nuevos sacerdotes camilos o agonizantes procedentes de España: Juan Muñoz de la Plaza y Juan Fernández.


Si ya existía en ese momento un establecimiento propio en Lima y si había aún que consolidarlo —y seguramente hacerlo más grande—, el objetivo inicial de apoyo financiero a la beatificación y canonización de Camilo de Lelis seguía vigente. Golbodeo Carami, en particular, se consagraba a ese fin, viajando y pidiendo limosna por el sur del virreinato (Huamanga y Cuzco), yendo inclusive hasta el Alto Perú (La Paz, Potosí, Chuquisaca, Oruro, etc.), es decir, hacia las provincias mineras y productivas, ejerciendo al mismo tiempo su ministerio, según las circunstancias. Por otra parte, el secular Velarde y Bustamante, definitivamente convencido de la necesidad de ayudar a establecer la orden, completó sus gestos de apoyo a los padres agonizantes y decidió legarle a dicha orden todos sus bienes, declarándola heredera universal de todas las casas contiguas a la capilla que poseía en la calle Rufas12, nombrando al crucífero Muñoz de la Plaza como su albacea o ejecutor testamentario13; lo que permitía de allí en adelante plantearse la cuestión de la ampliación del templo inicial.


Otros religiosos de la orden fueron llegando a Lima para secundar la labor de los ya residentes, en particular luego del fallecimiento de Juan Fernández, en 1718. Su viaje fue financiado por varios benefactores de la capital del virreinato peruano, entre los que se puede citar al comerciante español Gregorio Carrión, quien también apoyó los primeros trabajos de ampliación de las instalaciones de la capilla. Así, los religiosos españoles Domingo Pereda Ruiz y Alejandro Montalvo Sacristán y dos hermanos legos llegaron a Lima en 1730. Al mismo tiempo que, desde varias ciudades del virreinato, llegaban solicitudes e invitaciones de diverso origen para que también se creara en ellas establecimientos similares al de Lima. El prestigio de la orden crucífera empezaba paulatinamente a crecer.


La necesidad de obtener la autorización directa del rey de España ocupó en seguida la atención de Golbodeo Carami y sus colaboradores. Sobre todo después de haber tenido que encarar la actitud regalista de determinados funcionarios de la Audiencia de Lima, quienes reprochaban a los padres agonizantes (incluso con la amenaza del cierre de la capilla ya establecida y el retorno de sus religiosos a Europa) de haber fundado un establecimiento de la orden sin contar previamente con la mencionada autorización real. Se trataba entonces de reunir el mayor número de cartas de apoyo de las autoridades civiles y eclesiásticas, de las otras órdenes ya establecidas en la capital del virreinato14 y de toda personalidad que pudiera ejercer influencia, tanto en Lima como en la metrópoli española. Y ello, con el fin de que el provincial madrileño y las autoridades romanas de la orden pudiesen defender ante el Consejo de Indias la causa de la «Casa de Lima» y su funcionamiento.


No todas las autoridades oficiales, civiles o eclesiásticas, compartían el entusiasmo de los religiosos camilos fundadores; en particular, determinados funcionarios de la Audiencia Real de Lima que se oponían a la autorización por la Corona de nuevas órdenes religiosas. Pero los esfuerzos desplegados fueron finalmente recompensados: el real decreto de Felipe V, promulgado el 10/03/1735, autorizaba la fundación de la casa de Lima de los padres agonizantes15. Aunque solo diez meses después se producía la muerte de Golbodeo Carami, en enero de 1736, durante los preparativos para la celebración oficial de la fundación de la orden en Lima. Culminaba así una primera etapa del establecimiento de la Buenamuerte en Lima, aunque tuviera ella como hito de tránsito el fallecimiento de su fundador.


Las donaciones de dinero recibidas por intermedio de la capilla y remitidas a España permitieron la llegada de nuevos religiosos. La Consulta General de Roma había decidido crear un noviciado para la enseñanza de teología y filosofía y consolidar así la formación religiosa de los futuros miembros de la ya autorizada orden, incluso gracias a la incorporación de religiosos criollos (aunque no indios ni mestizos) del virreinato peruano. Cuatro nuevos religiosos españoles hicieron su llegada en agosto de 1737: el padre Martín de Andrés Pérez, lector de teología (futuro prefecto de la Casa de Lima y viceprovincial de la orden), uno de los religiosos crucíferos de mayor renombre durante el siglo XVIII; el padre Manuel de Antecha, lector de arte; el padre Juan Martínez Lázaro y el hermano lego Bartolomé Vergès.


A partir de allí se impuso entonces la necesidad de ampliar nuevamente las instalaciones de la capilla, incorporando la superficie de habitaciones, corralones y casas colindantes, que ya estaban en posesión de la Buenamuerte. Para esta operación, la orden pudo contar también con la generosidad de vecinos, fieles y propietarios. El padre Lobo se volvió a distinguir por su apoyo a la orden de la Buenamuerte, participando financieramente en la realización de este objetivo16 e instando a los fieles para que apoyasen directamente la operación. A partir de entonces la misión de los padres agonizantes se desarrolló con mayores medios, ganando la simpatía, tanto entre los fieles y habitantes de Lima como también en el seno de las autoridades civiles y eclesiásticas. Mientras tanto, la campaña por la beatificación de Camilo de Lelis seguía formando parte de las prioridades de la orden17. Por otra parte, como ya lo indicamos anteriormente, la apertura del noviciado limeño posibilitó la formación de religiosos en la misma capital del virreinato, ya fueran españoles o criollos.


El perfil sociológico del primer novicio criollo formado en Lima es probablemente un signo del prestigio que poco a poco ganaba la orden de la Buenamuerte. El doctor José de la Cuadra Sandoval había nacido en Lima y era en 1743 un personaje distinguido de la sociedad colonial en la capital: catedrático de Vísperas de Leyes en la Universidad de San Marcos, consejero de la Inquisición y otros tribunales limeños y abogado en el Real Fisco, entre otras funciones. Su renta anual sobrepasaba los 10 000 pesos. En dicho año de 1743, Cuadra Sandoval decidió abandonar todas sus responsabilidades «en el siglo», entrar al convento de la Buenamuerte, vestirse con la sotana de los camilos y practicar el instituto de los padres agonizantes.


Dos años después, en noviembre de 1745, fue ordenado religioso profeso y entró a formar parte de la orden. Requerido por el virrey Manso de Velasco como consejero y asesor, a comienzos de 1746, Cuadra Sandoval tuvo que alejarse algunos meses del convento. Pero regresó a él y se consagró íntegramente, desde entonces hasta su muerte (diciembre de 1752), a la misión de los padres agonizantes18.


3. LA IMPLANTACIÓN DE SUS TEMPORALIDADES


Tal como ya lo hemos visto, la generosidad de los fieles y su convicción de la necesidad de la misión de los padres camilos —cuyo número sobrepasaba apenas la decena— fueron importantes bazas para la implantación inicial de la orden de los agonizantes en Lima. En el anexo I.3.1, al final de esta capítulo, presentamos la lista, elaborada en 1756 por el religioso camilo Alejandro Montalvo, de los benefactores de la orden —principalmente mediante dinero líquido— entre 1718 y 1754, es decir durante las primeras cuatro décadas de su establecimiento19, lo mismo que las obligaciones y cargas que representaban sus legados.


A pesar de su carácter incompleto, tal como lo veremos más adelante, dos elementos resaltan en esta relación de donaciones —cuyo monto sobrepasa los 200 000 pesos. En primer lugar el hecho de que se trata mayoritariamente de decisiones testamentarias a favor de la religión de los agonizantes, efectuadas mediante escritura notarial. Es probable que se trate también de una manifestación de actos de agradecimiento por parte de los fieles, enfermos o moribundos, por los cuidados y asistencia proporcionados por los padres camilos, justamente en el tránsito de la vida a la muerte, momento clave de la misión de la orden. Luego veremos que no pocos religiosos agonizantes se desempeñaron como albaceas de personalidades importantes de la sociedad colonial.


También es interesante notar, en segundo lugar, que la donación se acompaña frecuentemente de la fundación de obras pías, con la obligación de celebrar misas por la memoria del difunto, con el fin de que este pueda alcanzar la salvación eterna, luego de un paso casi obligatorio por el Purgatorio; una creencia que ya estaba sólidamente establecida y arraigada —también en la capital del virreinato peruano—, como puede confirmarse20. Podía incluso ocurrir que fuese el alma del difunto la que quedara designada como «heredera universal» y que correspondiera a la religión de los camilos el administrar dicha herencia y su componente religioso de misas, que podían celebrarse por los propios camilos (a veces nominalmente designados para tal efecto), a beneficio del alma del difunto.


Sin embargo, es posible afirmar, luego de la revisión de los archivos del convento, que los benefactores de la orden crucífera fueron seguramente más numerosos de los que aparecen en dicha lista —y no siempre todos de riqueza visible y opulenta. Muchas donaciones parecen haberse efectuado directamente por los asiduos creyentes y parroquianos, sin instrumento legal escrito, de «la mano a la mano»; y ello sin evocar el apoyo cotidiano de fieles y devotos, el mismo que, tal como lo veremos más adelante, deja pocas huellas, si no es el propio testimonio de los protagonistas de la época.


1) La Casa de Lima, Barrios Altos. La Casa de Santa Liberata, «Abajo el puente»


Poco a poco, después de su establecimiento inicial en Barrios Altos, desde la calle Rufas, el convento fue agrandándose, con el fin de dar cabida a nuevos religiosos y proseguir con las tareas de su misión. La celebración de la beatificación de Camilo de Lelis, en julio de 1745, fue motivo para comprar nuevas casas en la misma manzana de la calle Rufas, yendo hacia la calle de la Penitencia, agregándolas a las nuevas donaciones recibidas de fieles y vecinos y ampliando las instalaciones de la capilla inicial, construida desde 1710. Como el conjunto de la capital del virreinato, el convento también sufrió las consecuencias del terrible terremoto de octubre de 1746, el mismo que destruyó las recientes instalaciones y obligó a replantearse forzosamente la cuestión de su reconstrucción.


Se puede afirmar sin riesgo de error que entre 1746 y 1773, el convento de la Buenamuerte estuvo permanentemente en obras y construcción, tanto por el crecimiento de la comunidad de religiosos como por el desarrollo de su misión. Para contar con los fondos que financiaran dichas operaciones, la orden de la Buenamuerte tuvo que añadir su propio endeudamiento, contraído con particulares y otras entidades religiosas, a la generosidad siempre presente de los devotos21. Una parte de las instalaciones que habían permitido edificar la capilla (en la esquina de Rufas) fue transformada en farmacia y enfermería, con el fin de socorrer a los criados del convento y a los vecinos carentes de medios, generalmente esclavos, indios, mestizos y otros habitantes del entorno. Poco a poco, la portería del convento se pobló de decenas de mendigos que esperaban la ayuda alimenticia y la limosna proporcionados cotidianamente por la Buenamuerte.
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Mapa de implantación


Durante los años 1750 empezó a funcionar en Lima, por iniciativa de la orden aunque sin contar con la autorización oficial de la autoridades civiles del virreinato, un beaterío de camilas —siguiendo el ejemplo del fundado en la ciudad de Bolonia—, cuya misión era la de asistir corporal y espiritualmente a las mujeres enfermas (del «mal del cancro», especialmente) y desamparadas. Su lugar de instalación habría sido, en primer lugar, una casa alquilada y luego una casa comprada por la orden en la que ya se empezaba a llamar calle de la Buenamuerte, yendo hacia la «subida» del monasterio de Santa Clara. La autorización de funcionamiento de la Casa Hospital de las Camilas fue obtenida en 176222. El funcionamiento de esta institución femenina no fue inicialmente tan próspero como el de la rama masculina de la orden.


Por otra parte, en el barrio periférico de «Abajo el Puente» o de San Lázaro, la orden de la Buenamuerte logró entrar en posesión del templo de Santa Liberata desde 1745 —primero lo había hecho como administradora—, gracias a una decisión del virrey y el Real Acuerdo de Lima, accediendo a la representación elevada por «los habitantes del barrio de San Lázaro y las huertas y casas de la Alameda23», para que se creara una entidad que se encargara de la asistencia de los enfermos y moribundos en aquella parte de Lima, creando también un hospicio.


La autorización por Real Cédula, fechada en Aranjuez el 07/05/1760, concedía derecho a la religión de la Buenamuerte de Lima para establecer permanentemente a 6 religiosos de la orden en la Casa de Santa Liberata24. Era el segundo establecimiento de la Buenamuerte en Lima, en apenas medio siglo de actividad. Existe un ejemplo claro del apoyo con que ya contaba la orden camila en Madrid: en el mismo decreto, Carlos III refutaba la objeción presentada por el arzobispado de Lima contra las autoridades civiles de la capital del virreinato, de haber otorgado dicha concesión, sin consultar previamente el parecer de la jurisdicción eclesiástica ordinaria, esto es, la suya propia. El rey de España explicó, en 1760, en una lógica típicamente regalista, que dicha autorización, fruto de la voluntad real, no estaba reñida ni con la jurisdicción del arzobispado ni con el Patronato Real ejercido por el soberano, para la conducción de la Iglesia católica en América. Para decirlo claramente: el rey de España también podía conceder directamente autorización, sin pasar previamente por la autoridad eclesiástica secular ordinaria. Luego volveremos sobre esta importante cuestión, relativa a la supremacía de majestades durante el Antiguo Régimen.


Fue también la misión de la orden (y el prestigio que alcanzaba progresivamente) la que hizo posible esta segunda implantación limeña. El templo de Santa Liberata había sido edificado por decisión del virrey interino, el exobispo de Quito, Diego Ladrón de Guevara —en 1711—, en agradecimiento a la voluntad divina de haber permitido la recuperación del copón de hostias de la Iglesia Catedral de Lima, que había sido sustraído y enterrado por un individuo. Dicha decisión fue completada con la fundación, por el mismo virrey, de una capellanía cuya renta anual debía sustentar las necesidades del religioso secular encargado del templo, Juan González —un mulato también llamado «padre Juan de Jesús, María y José», de quien se decía que era muy estimado por los habitantes pobres de San Lázaro, una población de negros e indios.


Se desconocen los detalles del momento y las circunstancias en que Juan González entró en contacto con la Buenamuerte. Se sabe en cambio que los camilos Martín de Andrés Pérez (prefecto de la orden en Lima), Alejandro Montalvo y otros religiosos asistieron a González en sus últimos momentos. En su testamento25 —de fecha 01/11/1744—, este designó a la religión de la Buenamuerte como «heredera universal» de sus bienes, con el cargo de asumir sus tareas en Santa Liberata. La herencia no era insignificante: varias casas y casitas, algunas tiendas, una pulpería y algunos solares y baldíos que el padre González había comprado a la Real Audiencia; aunque se ignore de qué manera se había efectuado su adquisición. Aparecen también evidencias de otras donaciones efectuadas por vecinos de Santa Liberata y del barrio; por ejemplo una huerta entregada en posesión plena por doña Teresa Cabezas, provista de una decena de esclavos. Lo que confirma nuestra anterior afirmación sobre la existencia de legados y apoyos recibidos por los crucíferos de forma informal, sin protocolo notarial.


2) Las temporalidades urbanas y rurales en Lima


Una de las condiciones para lograr la autorización oficial de la Corona —con vistas al establecimiento legal de la orden— había sido la de contar con los medios adecuados de funcionamiento. Ello significaba tener en claro fuentes permanentes y aseguradas de renta y no depender solamente de la caridad de los fieles, esto es, superando la práctica que había sido su primer modo de actuación en el virreinato peruano.


Así entonces, una de las primeras tareas de los religiosos crucíferos o agonizantes fue la de proveerse de bienes temporales suficientemente rentables como para asegurarse unos ingresos permanentes. La tierra, es decir las huertas, fincas y haciendas, así como las posesiones urbanas susceptibles de generar renta y alquiler, representaban algunas de las alternativas más seguras e inmediatas para lograr dicho cometido. Para ello también, como había sido el caso para la construcción y ulterior ampliación del templo de la casa matriz de Lima, la orden pudo contar en primer lugar con la generosidad de los creyentes y devotos, aunque igualmente tuvo que recurrir, en segundo lugar, al endeudamiento —asunto que desarrollaremos más adelante, en el segundo capítulo de este libro.


Las primeras donaciones de bienes raíces, tal como ya lo hemos visto, se habían situado en el entorno inmediato del convento y fueron de naturaleza urbana. Pero también se agregaron rápidamente donaciones más bien rurales, en el entorno de la ciudad de Lima. Así, a fines de 1722, el camilo Juan Muñoz de la Plaza fue llamado al pueblo de Santa Eulalia —a 9 leguas de Lima—, para asistir a doña María Valverde en sus últimos momentos. En agradecimiento, al hacer su testamento, esta dejó como heredera de su casa y tierras a la religión de la Buenamuerte. Las cinco fanegadas de tierra, libres de cargas, estaban situadas en el pueblo de Santa Inés —a 6 leguas de Lima. La casa estaba alquilada o cedida en 120 pesos anuales. Se supone que la orden de la Buenamuerte entró en posesión tanto de las tierras como de la percepción de los alquileres o cánones enfitéuticos. Aunque tampoco aparezca en la lista de benefactores de la orden camila, establecida por Alejandro Montalvo (anexo I.3.1), vale la pena recordar que en 1732, una sobrina de doña María Valverde, doña María de los Santos y Valverde, legó a la Buenamuerte una huerta en el mismo pueblo de Santa Eulalia, libre también de cargas y obligaciones26.


Estas posesiones sin embargo no eran lo suficientemente extensas como para lograr el objetivo rentístico deseado y por ello los religiosos de la Buenamuerte se propusieron la adquisición de verdaderas haciendas, tal como lo veremos en seguida, aunque no fuera en las cercanías inmediatas de Lima. La revisión de los archivos del convento muestra que la búsqueda de grandes posesiones, de superficie considerable, se hizo de manera sistemática y que hubo varias pesquisas (con su respectivo historial de protocolos notariales y anteriores poseedores), tanto en Lima como en sus alrededores, para determinar cuáles podían ser las haciendas susceptibles de ser adquiridas por la Buenamuerte e incorporadas a su patrimonio.


Antes de proseguir conviene recordar que la orden pudo incorporar a sus bienes raíces la chacra limeña de La Magdalena, situada en el valle limeño del mismo nombre27. Por decisión testamentaria de don Manuel Agustín de Cáicuegui y a cambio de misas rezadas por la salvación de su alma, la religión de la Buenamuerte fue designada en 1758 como heredera de la chacra La Magdalena —de 24 fanegadas de superficie, con 3 «cuadras» de acequia de apertura hídrica a otras haciendas—, al cabo de las dos vidas enfitéuticas restantes —fuera de la del testador—, esto es: la de la mujer de Cáicuegui, doña Juana de Orcacitas, y la de su cuñado don Pedro de Orcacitas28. Dicha chacra, contando con un solo esclavo y en condiciones de claro y avanzado deterioro de sus instalaciones, había mermado la capacidad productiva de sus olivares, que era su principal producto.


Las autoridades de la orden, aunque tal vez sin el acuerdo del conjunto de sus miembros (lo que suscitará conflicto, tal como lo veremos más adelante), decidieron entonces avanzar la fecha de su toma de posesión efectiva, comprándole a doña Juana Orcacitas las dos vidas estipuladas por un monto de 1 200 pesos de renta anual, pagaderos en vitalicio, hasta el momento del fallecimiento de los beneficiarios. Luego vinieron los gastos (y el endeudamiento correspondiente) para reparar o reconstruir las instalaciones de la chacra. Aparte de sus pequeñas producciones agrícolas (alfalfa, maíz, miel, hortalizas, aceitunas, aceites, entre otras), dicha chacra se transformó paulatinamente en un lugar de reposo y convalecencia para los religiosos de la orden, principalmente para sus prelados. Un género especial de utilización que alimentó aún más el enfrentamiento entre los grupos constituidos en Lima, en el seno de la orden camila, tal como lo veremos más adelante.


Si algunas de las casas recibidas o compradas por la orden se situaron en su entorno inmediato y sirvieron para la ampliación del convento, también hubo otro tipo de casas, corralones, almacenes o callejones, situados en otros lugares de Lima y Callao, que entraron poco a poco en el patrimonio de la Buenamuerte y que sirvieron para procurarle nuevas fuentes de ingresos regulares.Y ello, aunque su posesión o la de las rentas producidas por dichos inmuebles —o la de los capitales impuestos en ellos por terceros, a beneficio de la orden—, fueran frecuentemente objeto de litigios judiciales más o menos prolongados, con gastos de procedimiento y abogado, muchas veces considerables.


Las fuentes disponibles en el archivo del convento son demasiado dispersas o parciales como para intentar establecer, para la segunda mitad del siglo XVIII, un balance de dichas posesiones urbanas, de lo que podríamos calificar de patrimonio urbano de la orden crucífera en la capital del virreinato. Solo contamos con algunos expedientes de los conflictos en los que la Buenamuerte estuvo implicada. En el libro del camilo Virgilio Grandi se señala, aunque con poca precisión, que antes del periodo independentista la orden contaba con muchas fincas en la ciudad de Lima, 23 casas, 9 tiendas, 1 pulpería y tres callejones con más de 460 alquileres29.


3) Las haciendas de Cañete


Fue a comienzos de los años 1740 cuando las autoridades de la religión de la Buenamuerte lograron por fin entrar en posesión de bienes temporales que pudieran proporcionarles los medios para su desarrollo (y efectivo reconocimiento legal por la Corona). Dichos bienes raíces, constando de parcelas y haciendas productoras de azúcar —con lo que la religión de los agonizantes se hacía en Lima una orden religiosa agrícola y azucarera— fueron comprados en el valle de Cañete, al sur de Lima, uno de los principales centros productores de caña de azúcar de la capital del virreinato peruano en ese entonces.


La primera de sus haciendas cañetanas fue La Quebrada, también llamada San Juan de Capistrano. Su compra total, con asunción por parte de la orden de todas las servidumbres, cargas y obligaciones enfitéuticas que pesaban sobre ella, se hizo en 1741; su anterior poseedor era el religioso secular Antonio de Salazar. Más adelante, en el segundo capítulo de este libro, presentaremos los detalles precisos de su adquisición, tanto desde el punto de vista de la superficie como de su valor como activo.


Luego, desde 1743, la Buenamuerte adquirió —primero en alquiler y luego en compra total— el fundo El Chilcal, situado en las cercanías de la primera hacienda, con el fin de componer y consolidar un primer conjunto productivo principalmente azucarero. Otras tierras fueron temporalmente alquiladas en las inmediaciones, en particular durante los años 1750, a veces con objetivos productivos, a veces con el fin de cederlas a terceros a cambio de un alquiler, no siempre pagado en dinero líquido; componiendo entonces la orden de la Buenamuerte un conjunto de tierras con varios objetivos de explotación económica y rentística.


A comienzos de los años 1760, la religión de la Buenamuerte decidió adquirir otra importante posesión azucarera, también en el valle de Cañete, la hacienda Casablanca. Su anterior poseedor había sido don Augustín de Landaburu (el viejo), propietario de otras tierras en el mismo valle. Como en el caso de La Quebrada, se trató de una compra total, con incorporación de las obligaciones y cargas enfitéuticas que pesaban sobre ella. Y también como en el caso anterior, dicha hacienda fue completada en su dispositivo productivo con otra adquisición, enfitéutica esta, la del fundo Cerro Azul. El poseedor directo de dichas tierras había sido el convento cañetano de la orden religiosa de San Agustín. Así, la Buenamuerte se dotaba de un segundo complejo productivo azucarero.


El financiamiento de estas compras y el servicio anual de sus cargas —o la redención de estas—, así como la habilitación o rehabilitación técnica y productiva de las haciendas —particularmente el aumento de su potencial en esclavos—, condujeron necesariamente a la orden de los camilos al endeudamiento. La simpatía evidente que su implantación había suscitado, lo mismo que su misión y el dinamismo con que fue asumida por los padres fundadores de la orden, facilitaron la obtención de los préstamos que se requerían para dicho propósito. Luego lo veremos con mayor detalle, pero ya desde ahora es posible afirmar que los años 1770 y 1780 fueron décadas afortunadas y favorables para la evolución económica de las mencionadas haciendas —no solo a escala local—, y por ende favorables a la evolución de la orden misma.


4) La práctica del albaceazgo


Una de las primeras actividades de los religiosos de la orden, dentro del objetivo general de crear los medios para su misión e implantación, fue la de ejercer como albaceas o ejecutores testamentarios de diferentes personalidades de la sociedad colonial limeña y virreinal. Es decir, actuar como administradores de las decisiones testamentarias fijadas mediante protocolo notarial, recibiendo bienes, caudales y deudas, y asumiendo al mismo tiempo la misión de llevar a cabo y cumplir con las últimas voluntades de los testadores. Una función para la cual precisaban la previa autorización del prelado de la orden (cuando el albacea escogido no lo era), de la Audiencia y el Arzobispo. Una actividad de singular importancia para acrecentar el patrimonio de la orden camila.


En el acto de confianza que ello significaba por parte de los fieles y creyentes —en los últimos momentos de su vida—, en la preparación de su tránsito e itinerario para la otra vida (con una seguramente inevitable estadía en el Purgatorio, como ya lo hemos precisado), se puede ver el prestigio que poco a poco había ido ganando la orden desde su implantación en Lima. Idéntica afirmación se puede formular con respecto a las ocasiones encontradas o creadas por los mismos religiosos agonizantes con el fin de consolidar los medios y recursos con que contaban para el desempeño de su misión.


Poco se sabe, en realidad, de este tipo de actividad llevada a cabo por miembros de las órdenes religiosas (o por miembros del clero, en general) en la capital del virreinato30. Estamos ante una «función social» del clero —en sus dos ramas—, en el sentido tomista y aristotélico del término, cuyo conocimiento más detallado y preciso permitiría adentrarnos mejor en el papel financiero y económico efectivamente desempeñado por la Iglesia católica en el virreinato peruano.


Existen al respecto numerosas referencias en los documentos del archivo de la Buenamuerte. Podríamos recordar que el primer benefactor de la orden, el religioso secular Valverde Bustamante, ya había designado como albacea al crucífero Juan Muñoz de la Plaza, en los primeros años de existencia de la orden. Pero hay otros casos similares ulteriores. Por ejemplo, en 1754, el camilo Juan Bernardo Lazarte fue designado como albacea por don Antonio García de Arbués, quien dejó para administrar como herencia una importante masa de bienes compuesta de dinero en efectivo, deudas por cobrar, textiles y artículos de farmacia por vender; amén de joyas y enseres personales diversos, armas, algunos animales y un esclavo31.


Otros ejemplos: en 1765, el camilo Alejandro Montalvo —ya entonces prefecto de Santa Liberata— fue designado albacea de la masa testamentaria de don Juan Pío Valverde y Zeballos, cuya actividad e influencia en el barrio de Abajo del Puente eran importantes. Habiendo sido religioso secular, Valverde y Zeballos fue director del hospital de San Lázaro, luego de haber sido cura de la parroquia del mismo nombre. Pero también se desempeñó como abogado de la Audiencia Real de Lima. Se puede decir que fue uno de los benefactores de la implantación de la orden: su nombre aparece asociado a donaciones a favor de la religión de los agonizantes en Lima y Abajo del Puente. La fortuna de Valverde era seguramente considerable, tanto como sus posesiones urbanas32.


Por su lado, el camilo Francisco González Laguna, otra de las personalidades de mayor prestigio de la orden durante el siglo XVIII, fue designado, igualmente en 1765, como albacea de doña Antonia Gertrudis de Vargas. Esta poseía casas, casitas y callejones (las luego denominadas «casas de las Vargas», objeto de numerosos litigios), situados en el entorno barriosaltino del convento, aparte de fundaciones pías y derechos, que fueron legados a la orden33. Se podría hablar aún de otros casos, incluso hasta finales de siglo XVIII y comienzos del XIX. Aquí nos limitaremos a presentar el albaceazgo de una personalidad de la administración virreinal limeña, que nos echa luces sobre la práctica testamentaria de los prelados de la orden que hemos descrito con anterioridad.


El caso del Contador de la Audiencia de Lima, don Francisco de Alarcón y Hurtado


Gracias a la revisión de la documentación disponible, nos ha sido posible reconstituir durante una década, entre 1776 y 1786, la administración de una masa de bienes y la ejecución de las decisiones testamentarias, llevadas a cabo por un religioso camilo. Se trata del albaceazgo de los bienes de don Francisco de Alarcón y Hurtado, efectuado por el religioso crucífero José Gil, cuyas cuentas de balance fueron presentadas en 1786, bajo la forma de documento de cuenta de cargo y data (activo y pasivo) de las operaciones realizadas34.


Alarcón y Hurtado, natural de Alcalá de Henares, casado con doña Ventura de Zubieta (de quien había sido heredero universal) y sin hijos, había sido Contador Mayor del Tribunal y Audiencia Real y, tal como lo veremos, estuvo en contacto con una diversidad de actividades de financiamiento y colocación de capitales, no solo limeños. Su testamento —y el agregado de un conjunto de codicilos ulteriores— fue efectuado ante el notario principal del arzobispado. El camilo José Gil, designado como su albacea, se desempeñó como prefecto del convento de Lima, entre 1775 y 1777. Su albaceazgo fue estrictamente monetario, de enseres personales y de obligaciones o derechos financieros, sin legado de haciendas, chacras, huertas, casas o bienes inmobiliarios35; un albaceazgo cuya gestión duró efectivamente una década. Lo que da una idea de la complejidad de este género de actividad.


Hemos clasificado las diferentes rúbricas de dicho documento, con el fin de observar más de cerca el tipo de bienes y su afectación según las decisiones testamentarias. De allí se desprende que los bienes por administrar fueron los siguientes:


CUADRO NÚM. I.3.1.
VALOR DE LOS BIENES RECIBIDOS POR EL ALBACEA, EN PESOS (p) Y REALES (r)






	TIPO DE BIENES


	MONTO Y PORCENTAJE







	Principales impuestos

	6 000 p. (14,3%)






	Deudas activas (escrituras)

	27 000 p. (64,5%)






	Deudas activas (pagarés)

	1 283 p. (3,1%)






	Intereses (por cobrar)

	1 557 p. 6 r. (3,7%)






	Dinero efectivo en caja

	2 345 p. 4 r. (5,6%)






	Venta de plata metálica

	2 809 p. 6 r. (6,7%)






	Depósitos en el Consulado

	880 p. (2,1%)






	Total

	41 876 p. (100%)







Fuente: AAL-OCNSB, legajo, I: 28; ACB, documentos núm. 1143 y 1520.


Más del 70% de los bienes recibidos por el albacea Gil estaban compuestos de principales (es decir, capitales), de deudas activas, de corto o mediano plazo, y de intereses por cobrar. Lo que nos induce a pensar que el contador Alarcón y Hurtado fue también un activo prestamista de la sociedad limeña y no solamente36. El porcentaje se acerca al 85% si consideramos el conjunto de las actividades de préstamo e inversión (es decir las deudas activas más los principales o capitales impuestos). La distribución porcentual de los bienes así como la naturaleza de su origen pueden observarse en el gráfico núm. I.3.1.


Por otra parte, el cuadro núm. I.3.2 presenta el destino dado a los bienes de la herencia y la ejecución de las decisiones testamentarias por parte del albacea.


GRáFICO NÚM. I.3.1. BIENES RECIBIDOS POR EL ALBACEA (%)
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Fuente: AAL-OCNSB, legajo, I: 28; ACB, documentos núm. 1143 y 1520.


CUADRO NÚM. I.3.2. EL DESTINO DE LOS BIENES, EN PESOS (p) Y REALES (r)






	TIPO DE UTILIZACIÓN


	MONTO


	PORCENTAJE







	Gastos de entierro y testamento

	671 p. 4 r.

	1,6%






	Oficios religiosos y misas

	425 p.

	1,0%






	Obras pías

	111 p. 4 r.

	0,3%






	Principales pagados

	12 384 p.

	29,9%






	Beneficiarios familiares y otros:

	4 414 p.

	10,6%






	María Josepha y Manuel

	597 p.

	1,4%






	María Josepha

	690 p.

	1,7%






	Manuel

	1 427 p. 5 r.

	3,4%






	Otros Alarcón

	1 200 p.

	2,9%






	Otros

	500 p.

	1,2%






	En beneficio de la Buenamuerte

	23 400 p.

	56,5%






	Diversos

	50 p.

	0,1%






	Total

	41 457 p.

	100,0%







Fuente: AAL-OCNSB, legajo, I: 28; ACB, documentos núm. 1143 y 1520.


La religión de la Buenamuerte aparece entonces como la primera beneficiaria de las decisiones del contador Alarcón y Hurtado, con algo más del 56% de la masa testamentaria a su favor. Los familiares37 y otros beneficiarios, allegados al testador, perciben cerca del 11%. Otra rúbrica importante del destino dado a los bienes (alrededor de 30% del total) es el reembolso de la deuda en principales o capitales contraída por Alarcón y Hurtado; lo que tendería a confirmar nuestra hipótesis de que dicho personaje actuaba efectivamente en la esfera de la intermediación financiera, como un banquero privado, prestando el dinero que recibía o que él mismo tomaba prestado para tal efecto38. Todo ello puede observarse con bastante claridad en el gráfico núm. I.3.2.


GRÁFICO NÚM. I.3.2. DESTINO DE LOS BIENES (%)


[image: image]


Fuente: AAL-OCNSB, legajo, I: 28; ACB, documentos núm. 1143 y 1520.


Por otra parte, se puede decir que el examen de las decisiones testamentarias así como la ejecución efectuada por el albacea Gil, lo mismo que la organización del propio entierro, son bastante esclarecedores respecto a la importancia social del testador, dentro de la sociedad limeña.


Los funerales tuvieron lugar el 03/09/1776. El cuerpo del difunto fue cubierto con una mortaja de seda. El traslado del cuerpo desde la «cuadra» de Alarcón y Hurtado39, lo mismo que la compra del féretro y la realización de las ceremonias propiamente fúnebres fueron dirigidos por el síndico del convento San Francisco, el mismo que contrató y pagó un numeroso personal compuesto de cargadores, pajes, plañideras y pobres de compañía (algunos proporcionados por la misma iglesia parroquial), así como un novenario de misas por el alma del difunto. Sus servicios costaron 225 pesos. También se encargó del alquiler de numerosos ornamentos y enseres para efectuar el velatorio. Dichas ceremonias fúnebres tuvieron lugar en una de las iglesias parroquiales de la capital del virreinato, aunque ignoremos precisamente en cuál de las parroquias limeñas, como también ignoramos donde se encontraba la denominada «cuadra» del difunto.


Pero la piedad del contador Alarcón y Hurtado también había designado a la orden de rescate de cautivos de La Merced (Sagrado Orden Real y Militar de La Merced) y su templo como uno de los lugares en que también se tendrían que celebrar oficios en su memoria, con los beneficios de pago de misas correspondientes. Fuera de otros templos en los que igualmente se hicieron misas u oficios a favor de su alma, ya incluso antes de su fallecimiento, o de donaciones que efectuara para apoyar el trabajo de las órdenes de rescate de cautivos. La propia orden de la Buenamuerte y algunos de sus miembros eminentes fueron designados de forma nominal para recibir una retribución por la celebración de misas a favor del alma del testador40. Por otro lado, una de las cláusulas del testamento registraba el deseo del testador de ser enterrado en el convento de San Francisco, vestido con los hábitos de la orden seráfica. Algo que, como sabemos, era una práctica bastante común para entierros de personalidades en el mundo hispánico de entonces41.


Fuera de los familiares directamente ligados a Alarcón y Hurtado, es decir, doña María Josefa y don Manuel José, también figuran entre los beneficiarios algunas personas cuyo vínculo con el testador no aparece claramente definido. Incluso mulatos, pardos, negros y «morenos», de ambos sexos, libres o esclavos, algunos de los cuales reciben sumas importantes de dinero, e incluso —para los esclavos— su acceso a la libertad por manumisión, cuando no eran cedidos y destinados al servicio doméstico interno del mismo convento de la Buenamuerte.


Sin embargo, como ya lo precisáramos anteriormente, el principal beneficiario de la herencia del contador Alarcón y Hurtado fue la orden o religión de la Buenamuerte. El análisis de las tres principales operaciones —efectuadas ante notario— que se produjeron a su favor permite observar el tipo de relaciones que, en este campo, la orden camila había establecido con el contador.


— Un primer monto de 12 000 pesos fue destinado, según la cláusula 24 del testamento, a ser invertido en el conjunto de posesiones de la orden —aunque no se sepa el uso específico dado a dicho dinero—, con el fin de que produjeran un rédito anual de 3%, pagado por la Buenamuerte, cuya utilización vendría a alimentar una renta vitalicia a favor de doña María Josepha y serviría también para abonar a don Manuel José —recordemos que está en plena carrera eclesiástica— el coste de 25 misas anuales celebradas por la salvación del alma del contador difunto.


— Un segundo monto, equivalente a 6 000 pesos, fue invertido en las posesiones del convento de Santa Liberata —se sabe que una parte de la suma fue utilizada para redimir deudas que pesaban sobre algunas de dichas posesiones con el fin de «liberarlas42»—, y ello también a cambio de rentas anuales vitalicias abonadas a D.a María Josefa y a don Manuel José. Luego del fallecimiento de estos dos beneficiarios, el dinero se tendría que emplear a celebrar misas a favor del alma del contador Alarcón y Hurtado.


— El tercer monto, de 5 400 pesos, sirvió formalmente para aumentar el capital o principal de dos obras pías, buenas memorias de misas, que ya pesaban sobre los bienes raíces de la Buenamuerte y que habían sido fundadas a favor de la orden por el contador Alarcón y Hurtado, en el desempeño de sus funciones de albacea. En cambio, el dinero líquido efectivo recibido por la orden fue utilizado para sanear o redimir completamente dos deudas anteriores, que pagaban un interés anual mayor, disminuyendo así los montos anuales de réditos pagados por la orden.


Para la Buenamuerte, el resultado neto de la operación fue entonces un aumento de sus obligaciones de largo plazo y una disminución de las cargas anuales que pesaban sobre los ingresos de la orden. Esto es, la aplicación de una práctica moderna de disminución de salidas anuales de dinero y de liquidación del endeudamiento de corto plazo.


De las informaciones proporcionadas por la ejecución testamentaria, se deduce que la misma orden de los camilos había recurrido a la función de intermediario financiero, o banquero privado, del contador Alarcón y Hurtado, en particular para financiar sus necesidades de liquidez de corto plazo con fondos disponibles, no siempre de origen limeño y no siempre de su posesión, como fondos propios. Puede ser una de las razones que expliquen la decisión del testador de designar como su albacea al prelado de dicha orden. Se desprende igualmente de la rapidez con que la orden crucífera podía reembolsar avances de varios miles de pesos, que los años 70 fueron prósperos en su actividad económica y financiera.


Don Manuel José, el hermano del testador, vivía seguramente en la misma casa que el contador don Francisco de Alarcón y Hurtado, en tanto que doña María Josefa era residente seglar en el monasterio de Santa Clara, en el mismo barrio. Ambos recibieron bienes, cuadros, lienzos, muebles y enseres de valor, que pertenecieron al difunto, en los que se manifestaban probablemente su piedad y religiosidad. Pero también debemos subrayar el hecho de que, para una personalidad como el contador Alarcón y Hurtado, los objetos preciosos, en tanto que instrumentos de atesoramiento de ese entonces, eran también mayoritariamente objetos religiosos. Se observó asimismo la ausencia de ropa, vajilla, textiles de casa (sábanas o servilletas y manteles), libros, documentos personales, etc.; probablemente porque su distribución ya se había operado de forma informal entre familiares y allegados. También se habló en el testamento de joyas y adornos varios destinados a la venta almoneda, sin que se sepa cual fue el destino dado al producto de dicha subasta. De lo que se desprende una pluralidad de mecanismos para asegurar la transmisión patrimonial.


Como lo dijéramos anteriormente, es indudable que la multiplicación de trabajos sobre esta función social de los religiosos de ambos cleros —para la administración y ejecución testamentarias—, en particular en la capital del virreinato peruano, aportaría mejores ángulos de enfoque al estudio de la actividad económica y financiera y el papel desempeñado en ella por la Iglesia católica.


5) El prestigio de la Buenamuerte


El éxito de la implantación de la Buenamuerte aparece con bastante claridad, a partir del último tercio del siglo XVIII. Solo algunas décadas después de su llegada al virreinato peruano y a América, los religiosos camilos ya habían logrado establecerse sólidamente en la capital limeña y empezaban a hacerlo también en otras ciudades e incluso en otros virreinatos americanos, en Nueva Granada y en Nueva España43.


Desde mediados de los años 1750, en la ciudad de Arequipa ya se hablaba de la necesidad de establecer el instituto y ministerio de la Buenamuerte, gracias a la iniciativa de particulares y eclesiásticos de la ciudad meridional. Los mismos que legaron bienes y dinero para favorecer allí la creación de una casa u hospital de la orden de los agonizantes. Algo similar ocurría en Huamanga, Ayacucho, o en Popayán (Virreinato de Nueva Granada), en donde la creación de la orden de la Buenamuerte contó con una Real Cédula expedida por Carlos III, en 1765. Otras propuestas de fundación se precisaron ulteriormente en La Paz y Santiago de Chile y fueron progresivamente asumidas por los camilos limeños.


El prestigio creciente derivaba en gran medida de la naturaleza de su misión y de la devoción con la que la desempeñan los miembros de la orden, sus novicios, sus hermanos legos y donados. El camilo Martín de Andrés Pérez, viceprovincial de la orden en Perú, con un prestigio ya forjado en la propia Península (en Alcalá de Henares), era un religioso particularmente apreciado y no solo por el ejercicio de su ministerio religioso. Bajo su dirección y en el seno del convento de Lima se prepararon, durante la primera mitad de los años 1750, cuatro tesis de Filosofía que, a propuesta de su propio rector, fueron defendidas en 1754 en la Real Universidad de San Marcos. Lo que fue un primer paso para que luego, un año después, se creara una Cátedra de Moral en la Universidad y que se la confiase justamente al padre crucífero Martín de Andrés Pérez como su primer catedrático44. Este religioso ocupó dicho puesto durante 15 años, hasta su muerte, siendo sucedido por otro camilo, el religioso José Miguel Durán (con Francisco González Laguna como nuevo viceprovincial de la Buenamuerte), y luego por otros religiosos de la misma orden45.


Sin embargo, la sucesión de la Cátedra de la Universidad de San Marcos se volvería uno de los elementos en que se reflejarían las oposiciones crecientes en el seno de la religión de la Buenamuerte. La Cátedra de Moral de San Marcos fue durante 120 años, hasta el segundo tercio del siglo XIX, ocupada por un religioso camilo, incluso ya después del periodo independentista y la ruptura con la monarquía española. Pero no fue solamente en los estudios universitarios o en la dirección de tesis en donde se afianzó el prestigio de la orden. También lo fue en la participación de los religiosos agonizantes en asambleas eclesiásticas de definición de doctrina.


Así ocurrió en enero de 1772, en el VI Concilio Provincial de Lima, convocado por decisión del rey de España mediante Cédula Real, en el contexto de la lucha contra el «probabilismo» y la Compañía de Jesús (cuya expulsión de los territorios de la monarquía databa entonces de apenas 4-5 años). Dicha doctrina, que había sido íntimamente asociada por la Corona a las ideas jesuitas, se oponía, a nombre de la libertad, a la hegemonía y al rigorismo de la norma y el derecho regalista para la solución de las dudas y los problemas de orden moral planteados. Según los críticos del probabilismo, dicha doctrina podía conducir al laxismo en materia de interpretación de la norma. Recordemos que había sido precisamente una de las acusaciones levantadas en España y en Europa contra los jesuitas, para justificar su expulsión y ulterior disolución.


Los camilos Francisco González Laguna y José Miguel Durán, que representaban a la orden de la Buenamuerte en dicho Concilio Provincial, se distinguieron por su abierto y argumentado rechazo del probabilismo, transformándose en portavoces de la lucha contra dicha doctrina, aun cuando el propio concilio no hubiera decidido, al final de sus trabajos, condenar dicha corriente. Las intervenciones de ambos camilos fueron particularmente elogiadas por el virrey Manuel de Amat y Junyent. La polémica habría de continuar en los años siguientes, siempre con la participación de los religiosos crucíferos46.


El prestigio de la orden y sus miembros se manifestaría también en la participación como consejeros o directores espirituales, solicitada por autoridades civiles y eclesiásticas, de determinadas personalidades de la Buenamuerte, o con la petición de especialistas teológicos o científicos de estudiar en el seno del convento, bajo la dirección de religiosos crucíferos. Algunos de estos integraron la Sociedad Patriótica de Amantes del País (en particular los padres Francisco González Laguna y Francisco Romero) la misma que solicitó oficialmente, en enero de 1793, que por el bien y la utilidad del Estado47, hubiera un mayor número de camilos que se incorporasen a la dicha sociedad. El padre González Laguna, naturalista y botanista reconocido, consultado por los científicos que hicieron expediciones a Perú48 —en el último tercio del siglo XVIII— colaboró en varias ocasiones con artículos en la revista El Mercurio Peruano, bajo el pseudónimo de Timeo.


ANEXO NÚM. I.3.1.
BENEFACTORES DE LA ORDEN DE LOS PADRES CAMILOS, 1718-1754


[image: image]


[image: image]


[image: image]


[image: image]


 


1 El acto fundacional en tanto que «compañía» del grupo de religiosos formado por Camilo de Lelis se produjo en agosto de 1582. Los cinco religiosos o hermanos que le acompañaron fueron: Luis Aldobelli, Carcio Lodi, Bernardino Murimo, Benigno Noazenga y Francisco Profeta. La bibliografía sobre Camilo de Lelis y la orden por él fundada, tanto en italiano como en castellano (o en otros idiomas), es muy extensa como para poder englobarla en algunas pocas referencias. Fuera de las enciclopedias y los diccionarios especializados a los que nos referimos en la bibliografía general, se pueden mencionar en particular las obras clásicas de Sanzio Cicatelli (quien fue el cuarto Superior General de la orden), Cosma Lenzo, o Domenico Regi, que datan del siglo XVII. Ver las Edizione camilliane: <http://www.camilliani.org/edizioni-camilliane>; ver tambien: <http://www.camilliani.org/testi-essenziali/>.


2 Las normas de funcionamiento aprobadas, aunque distinguían entre padres o sacerdotes, por una parte, y hermanos, por otra, otorgaron a estos últimos participación en el gobierno de la orden. Su órgano central de dirección era el Capítulo General, residente en Roma y elegido cada seis años, el mismo que designaba a su Prefecto General y a cuatro Consultores (dos padres y dos hermanos) que constituían la Consulta General. Si se predicaba la pobreza absoluta de sus miembros y la renuncia a sus bienes, ello no conllevaba impedimento o incapacidad para adquirir bienes con vistas al sustento de los establecimientos de la orden y su misión.


3 Para un balance de la expansión de la orden de los Ministros de los Enfermos por Italia, hacia 1650, ver Landi, 2013, p. 271.


4 La provincia francesa recién pudo establecerse plenamente en 1870 (Jacquemet, 1949).


5 Ver, entre otros, Cicatelli, 1653 [1837], p. 377; Grandi, 1985, pp. 5-6; I Superiori, 2006, p. 14; Cino Pagliarello, 2011, p. 45.


6 Archivo del Convento de la Buenamuerte (ACB, de aquí en adelante), documento núm. 742. En el índice biográfico disponible en el convento se afirma que Golbodeo Carami, perteneciente a la provincia de Sicilia de la orden, era oriundo de Ayamonte (Huelva) y que llegó a Perú a la edad de 32 años (año de nacimiento: 1674). Seis años tardó Golbodeo Carami, desde 1703 (momento en que se decidió su viaje), en llegar al virreinato de Perú, tratando de obtener (entre Cádiz y Panamá) los medios para lograr su cometido. Ver también Grandi, 1985, pp. 7-8.


7 Manuel Ons de Santa Pau Olim de Santmanat y Lanuza, Grande de España, Marqués de Castel dos Rius, vigésimo cuarto virrey de Perú.


8 Cuatro de los hospitales de la Lima de entonces no se encontraban muy alejados de esta primera instalación: Santa Ana, de indios; San Bartolomé, de negros; San Andrés, de españoles y mulatos; La Caridad, de mujeres.


9 La superficie cedida era de aproximadamente 83 m2 (17 varas de largo y 7 de ancho) y 4 metro de altura. ACB, documento núm. 742.


10 Sobre la historia de este barrio limeño y su composición sociológica, ver el reciente trabajo del historiador sanmarquino Alejandro Reyes Flores, especialmente los capítulos I y II (Reyes, 2015).


11 Ex-obispo de Panamá, de Huamanga y de Quito, quien había sido designado virrey de Perú en reemplazo del Marqués de Castel dos Rius, fallecido en abril de 1710.


12 El valor de dicho patrimonio ascendía a más de 23 mil pesos. Como en otros casos de cesión con fundación de memorias de oficios espirituales, su legado se vinculó a la celebración en la capilla de cuatro misas cantadas anuales (los días de la Encarnación, la Asunción, la Navidad y la Concepción) y nueve misas rezadas. El cura Velarde Bustamante murió el 28/08/1719; sus restos fueron enterrados al pie de la Virgen de la Buenamuerte, en el templo de la religión. ACB, documento núm. 742. Ver también Grandi, 1985, p. 9.


13 Ver más adelante sobre esta función específica de los religiosos crucíferos en la capital del virreinato.


14 El respaldo de la Compañía de Jesús fue particularmente importante. Su prelado en Lima, Alonso Hevia, preconizaba entonces la creación de una casa de la Buenamuerte «en cada esquina de Lima». Otro jesuita, Antonio de Illésteguy prestó permanente apoyo, durante los 25 últimos años de su vida, a la implantación de la orden camila. ACB, documento núm. 742.


15 Fue la última orden religiosa masculina fundada en el virreinato peruano, en donde ya había establecimientos de las más importantes órdenes, masculinas y femeninas, del Antiguo Régimen.


16 Los nuevos trabajos costaron algo más de 2 000 pesos. Fueron íntegramente cubiertos por el «padre Lobo». También comprendían instalaciones para suministrar agua al convento. El «padre Lobo» celebraba misa en la capilla de la Buenamuerte, participaba en sus ejercicios espirituales y sostuvo hasta su fallecimiento, el 07/09/1759, la misión de la orden en Lima. Sus restos fueron enterrados en el templo de la Buenamuerte. ACB, documento núm. 742.


17 Casi 130 años después de su muerte, Camilo de Lelis había sido beatificado por decisión papal de Benedicto XIV, el 07/04/1742. La noticia tardó casi un año en llegar a Lima. Su celebración fue pública y reunió a numerosas autoridades civiles y religiosas y a un gran número de fieles de toda la capital. ACB, documento núm. 742; Grandi, 1985, pp. 20, 25.
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